
COSA JUZGADA/ Improsperidad de la acción de tutela que tiene identidad de partes, pretensiones y hechos con una anterior/ Buena fe como causal exonerativa de la temeridad

“(…) salta a la vista la similitud en cada una de las quejas, pues, en últimas, se pretende que se adelanten hasta su terminación de manera oficiosa, ya que estima el demandante que se encuentran detenidas en el tiempo y que es deber legal de la funcionaria proceder a su trámite con el cumplimiento de términos perentorios, sin que se le exija carga alguna (...)”
“Se estructura, entonces, como causal de improcedencia, la cosa juzgada, respecto de estas dos acciones, que, sin embargo (…) no raya con la temeridad, si se tiene en cuenta que más parecen provenir del desconocimiento en cuestiones jurídicas por parte del demandante, como para imponerle algún tipo de sanción, de las que prevé el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.”

TUTELA CONTRA TRÁMITE DE VIGILANCIA JUDICIAL/ Improcedencia al no cumplir la carga necesaria para poder continuar la actuación

“(…) en lo concerniente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, baste decir que pese a haber entablado vigilancias administrativas, a la postre inadmitidas, no se ha allanado a cumplir con las exigencias que se le hicieron, es decir, que carecen de soporte las denuncias en su contra, porque de por medio se encuentra la improcedencia que será igualmente declarada, pues no puede utilizar este especial medio de forma directa, dada su naturaleza residual y subsidiaria.”

Citas: Corte Constitucional, sentencia T-231-08; Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 9 de junio de 2016 -rad. 66001221300020160049700-.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto doce de dos mil dieciséis
Expedientes  66001-22-13-000-2016-00742-00
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Acta No. 386 de agosto 12 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Primero Civil del Circuito local, la Sala Administrativa  del Consejo Seccional de la Judicatura Risaralda
 y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda, la Alcaldía Municipal, el Ministerio Público, la Oficina de Registro de Acciones Populares y de Grupo de la Defensoría del Pueblo de Bogotá y Cristian Vásquez.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia.”, cuya protección deprecó; como consecuencia de ello, que se ordene al Juzgado Primero Civil del Circuito dar trámite inmediato y oficioso a las acciones populares radicadas allí con los números “2015-64” y “2015-70”, en cumplimiento de lo previsto por los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998; se le brinden copias físicas de todo lo actuado en las presentes acciones; se escaneen copias de sus tutelas y de los fallos a un correo electrónico; se tramiten tutelas contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si viola la Ley 734 de 2002, al negarse a impetrar tutelas a su nombre; se ordene al despacho judicial accionado que aporte copias de todos los documentos que solicita como pruebas para que obren en estas tutelas; se ordene aportar copias de esta demanda a las acciones populares como prueba de mora judicial o renuencia, y que se disponga la vinculación del “Consejo Superior de la Judicatura, sala administrativa y sala disciplinaria  en la Ciudad de Pereira rda y en la Ciudad de Bogotá” (sic), para que manifiesten si existe vulneración del tutelado en relación con los artículos 5 y 84 de la citada ley y se ordene cumplir los términos perentorios, iniciando las acciones administrativas y disciplinarias de ley.
Narró, en resumen, que presentó las acciones populares referenciadas y en ellas nunca se ha aplicado por parte del juez la normativa en mención; por el contrario, pretende aplicar el C.G.P., cuando las debe tramitar bajo el sistema escritural; ha solicitado vigilancias judiciales, mas la acciones continúan detenidas y nada pasa, pese al impulso oficioso que debe imprimirse a las mismas, por ser asuntos de raigambre constitucional y de términos perentorios. 
Se dispuso el trámite acumulado frente al juzgado, la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura y la Defensoría del Pueblo de Caldas, a la vez que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda, la Alcaldía Municipal, el Ministerio Público, la Oficina de Registro de Acciones Populares y de Grupo de la Defensoría del Pueblo de Bogotá y Cristian Vásquez, y se corrió traslado por el término de 2 días para que ejercieran el derecho de defensa. Se dispuso como pruebas solicitar del despacho judicial demandado la remisión de copias de las diligencias relacionadas con el tema cuestionado, de la Sala Administrativa, que informara si en relación con los libelos anunciados por el accionante se habían solicitado de manera específica vigilancias administrativas y del despacho de la magistrada Claudia María Arcila Ríos y del ponente, de la Sala Civil-Familia de esta Corporación, copias de los expedientes que contienen las  acciones de tutela  adelantadas  con los números de radicación 2015-00188-00, promovida en relación con la acción popular “2015-00064-00” y las números 2015-00132-00 y 2015-00216-00, promovidas en relación con la acción popular “2015-00070-00”, ambas, del mismo despacho judicial.
La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. Los magistrados de la Sala Administrativa, refirieron que el interesado allegó varios paquetes contentivos de solicitudes de vigilancias judiciales, radicados en forma masiva e indiscriminada, pero fueron rechazadas porque no se presentaron con el lleno de los requisitos legales sin que se haya allanado a subsanar lo pertinente; que de las confusas pretensiones del actor, lo que se desprende es las búsqueda de que el juzgado tramite de manera inmediata y oficiosa sus acciones populares; que no existe un nexo causal entre los derechos presuntamente vulnerados y las acciones u omisiones de la Sala Administrativa. Explicó cómo debe proceder algún interesado para efectos de que la entidad inicie la correspondiente vigilancia, sin que el interesado lo hubiere realizado en debida forma; que los despachos judiciales en las especialidades civil y familia de este Distrito, se encuentran altamente congestionados y sin que cuenten con los medios suficientes para atender la demanda de justicia, sumando a esto las actuaciones del accionante; solicitó, finalmente su desvinculación del presente asunto. 

  



 El municipio de Pereira, por conducto de apoderado judicial, se pronunció sobre los hechos de los libelos, se opuso a las pretensiones, y dijo que carece de legitimación en la causa por pasiva ya que no hay evidencia de amenaza o vulneración alguna de su parte hacia los derechos fundamentales reclamados y, por tanto, solicitó su desvinculación de los asuntos. El juzgado remitió las copias del caso y se arrimaron las solicitadas de esta misma Corporación.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de una mora judicial, por el incumplimiento de algunas normas de la ley 472 de 1998 que prevén el impulso oficioso de la acción popular; además de que no ha tenido eco su queja por la mora ante la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura.

  



Teniendo en cuenta el acervo recogido en torno a la promoción anterior de acciones de tutela en relación con el trámite de las acciones populares 2015-00064-00 y 2015-00070-00, cumple señalar que de las que fueron radicadas bajo los números 2015-00188-00 y 2015-00132-00 (f. 60 a 70 y 46 a 59), se desprende con meridiana claridad que hacen referencia a las mismas situaciones fácticas que respecto del juzgado accionado, ahora se proponen en estas nuevas demandas, lo que no ocurre con la tutela de primer grado 2015-00216, que aludía a un asunto totalmente diverso al presente (f. 71 a 95). Aquellas acciones, fueron negadas y, finalmente, excluidas de revisión por la Corte Constitucional.
  



Ciertamente, en la acciones de tutela radicadas con los citados números 2015-00188-00, atañedera a la acción popular 2015-00064-00, y la número 2015-00132-00, relacionada con la acción popular 2015-00070-00, ambas del Juzgado Primero Civil del Circuito, se hizo marcado énfasis en la renuencia y mora judicial del despacho por no darles impulso oficioso, incumpliendo su deber función, y se pusieron de presente, entre otros, los artículos 5º, 17, 21 y 84 de la Ley 472 de 1998; además, se solicitó que ordenara darles trámite de oficio hasta dictar sentencia (f. 61, 62 y 47 y 48, c. 2).
   



Del contenido de esos escritos, comparados con los que ahora se promocionan (f. 1 y 3, c. 1), salta a la vista la similitud en cada una de las quejas, pues, en últimas, se pretende que se adelanten hasta su terminación de manera oficiosa, ya que estima el demandante que se encuentran detenidas en el tiempo y que es deber legal de la funcionaria proceder a su trámite con el cumplimiento de términos perentorios, sin que se le exija carga alguna, como por ejemplo, la publicación del aviso de que trata el artículo 21 de la ley 472 de 1998 y la notificación a los demandados.
  



Por tanto, se llega a la conclusión de que en estas dos acciones frente al Juzgado Primero Civil del Circuito, puede hablarse de identidad de partes, por tratarse de los mismos accionante y accionado; e identidad de causa y objeto, ya que las cuestiones fácticas y las pretensiones de las primeras acciones corresponden exactamente a las presentes. 

   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
:

   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, porque, además de la triple identidad mencionada (de sujetos, hechos y objeto), no hay una razón que justifique la promoción de una nueva acción con el mismo propósito, si se tiene en cuenta que en las providencias proferidas por la Sala Civil-Familia (f. 63 a 67 y 49 a 56, c.1), hubo de analizarse la cuestión y se descartó la incursión en las trasgresiones alegadas, a lo que se suma que la Corte Constitucional no halló mérito para su revisión (f. 69 y 58, c. 2). 

   



Se estructura, entonces, como causal de improcedencia, la cosa juzgada, respecto de estas dos acciones, que, sin embargo, partiendo de las claras distinciones que ha efectuado la jurisprudencia constitucional
, recogidas por esta Corporación
, no raya con la temeridad
, si se tiene en cuenta que más parecen provenir del desconocimiento en cuestiones jurídicas por parte del demandante, como para imponerle algún tipo de sanción, de las que prevé el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991. 




Ahora, en lo concerniente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, baste decir que pese a haber entablado vigilancias administrativas, a la postre inadmitidas, no se ha allanado a cumplir con las exigencias que se le hicieron, es decir,  que carecen de soporte las denuncias en su contra, porque de por medio se encuentra la improcedencia que será igualmente declarada, pues no puede utilizar este especial medio de forma directa, dada su naturaleza residual y subsidiaria
  



Sobre la queja contra la Defensoría del Pueblo, Regional (Caldas), toda vez que no son pocas las demandas de tutela promovidas por el mismo interesado frente a diversos despachos judiciales de este Distrito Judicial, conocidas por la Sala, en las que involucra a esta misma entidad por los mismos hechos e iguales pretensiones que acá se consignan, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia se ha ocupado del tema y en reciente oportunidad sobre el particular, en la que trae a colación pronunciamientos anteriores, indicó:

                      “Establece el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que «cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes».
  

La Corporación, frente al tema, viene señalando que, 

                                   (…) la acción de tutela está sujeta al principio de la unicidad de su promoción, que prohíbe que la idéntica queja constitucional sea presentada en varias oportunidades y por la misma persona o su representante, o que su reiterada invocación se realice sin motivo expresamente justificado; precepto que tipifica una forma de temeridad en esta materia y que conlleva a examinar si la nueva protección es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como de las partes, sin importar que tengan algunas diferencias incidentales; y por último, si la repetición del amparo obedece a motivo justificado, como sería, por ejemplo, la ocurrencia de sucesos nuevos (CSJ, STC 21 oct. 2009, rad. 01841-00, citada en STC16579-2015, 2 dic., rad. 00442-01).

 

Respecto de esa figura jurídica se ha explicado que, 

 


(…) la temeridad relacionada en la norma antes citada, conlleva a examinar si la nueva acción es igual a la anterior, vale decir, si entre ambas existe identidad de hechos y derechos, así como las partes accionante y accionada, no importa que tengan algunas diferencias incidentales (CSJ STC, 31 de jul. 2014, rad. 01590-00, reiterada en STC13601-2015, 10 oct., rad. 02281-00).

  

La situación descrita se presenta en este caso, pues, en la sentencia STC1602 de 11 de febrero de 2016, radicado 00608-01, entre otras, la Sala estudió un resguardo del mismo demandante Javier Elías Arias Idárraga, porque «la Defensoría del Pueblo se ha negado (…) a cumplir con su (…) deber de impetrar tutelas a [su] nombre», con lo cual dijo transgredirse «los derechos al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia», concluyéndose que no podía progresar debido a 

   


(…) la ausencia de evidencia probatoria que permita colegir lesión de prerrogativas fundamentales por parte de la Defensoría del Pueblo, pues no obra en el plenario material de convicción del cual se desprenda que esa entidad menoscabó las garantías invocadas o se negó a formular demandas constitucionales a petición del aquí solicitante (STC15201-2015, reiterada 11 feb. 2016, rad. STC1602-2016).

En este asunto, como en aquél, se invoca «el debido proceso», presuntamente afrentado con la negativa de aquella entidad de interponer tutelas a nombre del interesado. Por ende, el conflicto y los presupuestos fácticos son idénticos. 

Entonces, ante la coincidencia en sujetos procesales, hechos y derechos, la salvaguarda resulta temeraria de manera parcial, es decir, únicamente en lo referente a la Defensoría del Pueblo Regional Caldas, toda vez que simplemente replantea un tema que previamente había sido sometido al escrutinio de la jurisdicción constitucional.”
  


   



De esa lectura se desprende que las denuncias radican en las mismas situaciones fácticas que se traen ahora a colación y, por consiguiente, como no se advierte aquí un hecho diferenciador de peso, que permita abordar los asuntos desde otra óptica, sin mucho que trasegar se concluye que las acciones resultan abiertamente improcedentes y así se declarará, sin perjuicio de que se haga la misma acotación en cuanto a que no se advierte temeridad en estos eventos, por las mismas circunstancias ya relacionadas.
 



De otro lado, a su costa se ordenarán expedir las copias solicitadas. Con referencia a las “pretensiones” de que se escaneen sus tutelas y se remitan copias del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales.

   



Se negarán por infundadas las demás pretensiones y se absolverá a los otros intervinientes, por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Primero Civil del Circuito local, la Defensoría del Pueblo, regional Caldas y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura.
Se absuelve a las demás intervinientes dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA     
� Por falta de competencia se rechazó la demanda igualmente promovida  frente la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura.


� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.





�   Subrayado por fuera del texto legal.


� Sentencia T-184 de 2005


� TRIBUNAL SUPERIOR, Sala Civil - Familia. Sentencia del 30-06-2016, exp. 2016-00554-00, MP Duberney Grísales Herrera.





� Sentencia T-001 de 2016.


� CSJ, SCC, acción de tutela, radicación 66001-22-13-000-2016-00497-00, exp. STC7600-2016; sentencia del 9 de junio de 2016; MP Fernando Giraldo Gutiérrez
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